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              1833

            

            	
              Asume la regencia María Cristina de Borbón en nombre de su hija Isabel II. Comienza la Primera Guerra Carlista.

            
          


          
            	
              1834

            

            	
              Cuádruple Alianza con Francia, Inglaterra y Portugal.

            
          


          
            	
              1835

            

            	
              Insurrección de las provincias. Don Álvaro o la fuerza del sino del duque de Rivas y La canción del pirata de José de Espronceda. Ateneo Científico, Literario y Artístico de Madrid.

            
          


          
            	
              1836

            

            	
              Desamortización eclesiástica de Mendizábal. Motín de La Granja. Restablecimiento de la Constitución de 1812.

            
          


          
            	
              1837

            

            	
              Constitución pactada entre moderados y progresistas.

            
          


          
            	
              1839

            

            	
              «Abrazo de Vergara»: fin de la Primera Guerra Carlista.

            
          


          
            	
              1840

            

            	
              Espartero es nombrado regente.

            
          


          
            	
              1843

            

            	
              Se inicia el reinado de Isabel II.

            
          


          
            	
              1844

            

            	
              Se crea la Guardia Civil. Don Juan Tenorio de José Zorrilla.

            
          


          
            	
              1845

            

            	
              Nueva Constitución moderada. Reforma tributaria de Mon-Santillán. Plan de Educación de Pedro José Pidal.

            
          


          
            	
              1854

            

            	
              Revolución liberal contra los gobiernos antiparlamentarios. Se inicia el llamado «Bienio Progresista».

            
          


          
            	
              1855

            

            	
              Desamortización civil.

            
          


          
            	
              1856

            

            	
              Golpe de Estado del general O’Donnell y la Corona.

            
          


          
            	
              1857

            

            	
              Ley de Educación de Claudio Moyano.

            
          


          
            	
              1858

            

            	
              Se inicia el «gobierno largo» de la Unión Liberal. «Expediciones militares» en Marruecos, Cochinchina, México y Perú.

            
          


          
            	
              1863

            

            	
              Se inicia una larga serie de gobiernos inestables de moderados y unionistas. Gran éxito de la obra El tanto por ciento de Adelardo López de Ayala.

            
          


          
            	
              1866

            

            	
              Crisis agraria y financiera. Clausura del Ateneo de Madrid por fomentar la crítica al régimen. Guerra del Pacífico.

            
          


          
            	
              1868

            

            	
              La llamada «Revolución Gloriosa» derroca a Isabel II. Comienza la primera guerra cubana o Guerra de los Diez Años.

            
          


          
            	
              1869

            

            	
              Nueva Constitución liberal-democrática. Gobierno del general Prim.

            
          


          
            	
              1870

            

            	
              Asesinato de Prim. Comienza el reinado de Amadeo de Saboya. Establecimiento de la peseta como moneda nacional.

            
          


          
            	
              1872

            

            	
              Se inicia la Tercera Guerra Carlista.

            
          


          
            	
              1873

            

            	
              Se inicia la Primera República. Levantamientos cantonales. Primera serie de los Episodios Nacionales de Benito Pérez Galdós.

            
          


          
            	
              1874

            

            	
              Golpe de Estado del general Pavía que disuelve las Cortes. Gobierno del general Serrano. Restauración de la dinastía Borbón en Alfonso XII, hijo de Isabel II.

            
          

        
      

    

  


  
    
      Las claves del periodo


      Isabel Burdiel


       


       


       


       


      El objetivo de este volumen es analizar el proceso por el cual se produjeron en España, tras varias tentativas frustradas, la quiebra definitiva del Antiguo Régimen y de la monarquía absoluta, así como la consolidación del liberalismo y el ensayo de sus diferentes propuestas entre 1833 y 1874. Aquel proceso tuvo lugar sobre las ruinas aún humeantes del imperio americano y sobre la obligada redefinición de la posición de España como potencia europea de segundo orden dentro de un bloque de países liberales, liderados por Francia e Inglaterra.


      Los retos que se plantearon durante aquellas cuatro décadas decisivas, y las variadas soluciones que se ensayaron, formaron parte sustancial de los retos y soluciones de carácter trasnacional sobre la gobernabilidad posrevolucionaria en el mundo occidental. La existencia de trazos comunes en la definición de los problemas, y también quizás en muchas de las respuestas, no debería ensombrecer la diversidad interna de las formas posibles de cambio político, social, económico y cultural que afectaron a la construcción de los nuevos Estados nación liberales, tanto en Europa como en América.


      En este volumen se ha tratado de seguir la advertencia de Primo Levi sobre las comparaciones en la historia y en la vida: «Conviene desconfiar de lo casi-igual […] de lo prácticamente idéntico, del poco más o menos, del o sea, de todos los sucedáneos y de todos los remiendos. Las diferencias pueden ser pequeñas, pero llevan a consecuencias radicalmente distintas, como el cambio de agujas en el rumbo de un tren».


       


       


      Los liberales y el cambio político: propuestas de interpretación


       


      En la sesión parlamentaria del 3 de mayo de 1869, Saturnino Álvarez Bugallal afirmó contundentemente que la revolución española ya estaba hecha: «Nuestro 89 está hecho […]; lo hemos hecho en el año 12, en el año 20 y, por último, ha quedado constituido como una constitución definitiva desde 1833 hasta el día».


      Álvarez Bugallal formaba parte de la exigua minoría de diputados, autodenominada «Oposición Liberal-Conservadora» y liderada por Antonio Cánovas del Castillo, que se había ido conformando en las Cortes Constituyentes de 1869-1871 con el propósito explícito de lograr la restauración de la dinastía borbónica, caída con la revolución de 1868. Para aquellos diputados, la revolución había abierto el acceso a la política, y por lo tanto al poder, a sectores sociales que, por su propia condición, habrían de ser «absolutamente indiferentes a la libertad en el sentido que nosotros la entendemos». El sufragio universal masculino, a través del cual se habían conformado las Cortes Constituyentes, era un atentado potencial contra «el más precioso de los derechos individuales, que es el de la propiedad […] la representación del principio de continuidad social», el cual tan sólo podía ser garantizado por la preponderancia social y política de «las minorías inteligentes, las minorías propietarias, las minorías que por cualquier especialidad, que por cualquier forma de trabajo, que por cualquier mérito, se han levantado sobre la multitud».


      Tras seis convulsos años de conflicto político y social, con una guerra civil y una guerra colonial, una monarquía casi democrática y una república primero federal y luego unitaria, el proyecto de Cánovas del Castillo acabó triunfando. La dinastía borbónica fue restaurada en la persona de Alfonso XII, hijo de la reina derrocada en 1868. Parecieron cancelarse de nuevo las aspiraciones de participación política y de cambio social, amplio e inclusivo, que la particular concepción de la libertad que defendían los conservadores había intentado sofocar durante el reinado de Isabel II. Todo parecía volver a su cauce con algunas modificaciones, importantes sin duda, pero que no alteraban sustancialmente aquella restrictiva concepción de las causas y objetivos de la revolución de los años treinta a la que se refería Álvarez Bugallal.


      La forma en que acabó el llamado «Sexenio Revolucionario», iniciado con tantas esperanzas en 1868, y la alargada sombra del régimen de la Restauración, inaugurado en 1874, han planeado durante mucho tiempo sobre nuestra concepción del reinado isabelino. Allí habría que buscar el germen de lo que José María Jover llamó «la constante moderada de nuestra historia contemporánea». Una apreciación justa y acertada que, sin embargo, ha derivado demasiadas veces en una apreciación, injusta y poco acertada a mi juicio, respecto a la variedad significativa (e históricamente operante) de las posibilidades abiertas y de las trayectorias posibles de evolución contenidas en el despliegue del liberalismo español durante el reinado de Isabel II e inmediatamente después.


      El capítulo «La vida política» elaborado por María Sierra sobre el cambio político de aquellas décadas decisivas permite apreciar las propuestas de reinterpretación del reinado isabelino que tratan de rescatar su entidad histórica propia y la singularidad de los horizontes políticos que entonces se ensayaron o se frustraron. Un triple movimiento ha sido necesario en este sentido.


      Por una parte, se ha realizado una crítica a una visión excesivamente estructuralista del cambio histórico, que tendía a contraponer modelos de sociedad radicalmente opuestos y que, cuando hablaba de la burguesía, la nobleza o el campesinado, la revolución o el liberalismo seguía muy prisionera de tipos ideales, compactos y homogéneos en su composición y en sus actitudes políticas. Se están cuestionando así esquemas analíticos y conceptos demasiado rígidos, unívocos y dicotómicos, externos y a menudo en abierta contradicción con las experiencias y los lenguajes de la época. Frente a ellos, los historiadores proponen ahondar más en los marcos de referencia, lingüísticos y culturales, de la acción colectiva e individual de los sujetos históricos contemporáneos.


      Por otra parte, y en estrecha relación, existe en estos momentos un diálogo intenso y fructífero con la historiografía europea y latinoamericana interesada en «el aprendizaje de la política moderna», los nuevos mecanismos de representación, las raíces y la evolución de la ciudadanía contemporánea y las formas posibles de construcción y desarrollo de los Estados nación. Por último, todo ello no habría sido posible sin un sustancial avance del conocimiento empírico, asentado sobre una combinación de perspectivas y escalas de investigación que han tratado de superar aquella otra dicotomía clásica que oponía lo local o regional a lo nacional. Hoy se valoran los espacios interrelacionados de experiencia de un proceso —el de la ruptura liberal y asentamiento del liberalismo— que se vivió desde los ámbitos más inmediatos de experiencia (locales, provinciales, regionales) pero que, al mismo tiempo, buscaba constantemente, e iba construyendo, la nación.


      Desde todos estos puntos de vista, ha sido posible abandonar los debates más o menos nominalistas sobre la que los contemporáneos denominaron «revolución española», aunque nunca se pusieron de acuerdo sobre el alcance social y político de la misma. De hecho, el conflicto, por su definición y apropiación, fue el factor clave de división del «nuevo liberalismo» de los años treinta y la matriz de las diferentes culturas liberales que se fueron consolidando y diferenciando —también mezclando— a lo largo del reinado. El triunfo y la consolidación de la opción más conservadora de las abiertas y hechas posibles por la ruptura liberal no excluyen la vitalidad y la vigencia de las demás durante aquellos cuarenta años. No voy a entrar en todos los aspectos que, desde esta perspectiva, merecen una nueva atención. Tan sólo apuntar algunos de los ejes interpretativos resultantes que me parecen más sobresalientes.


      Creo que hemos avanzado notablemente en el análisis de la práctica revolucionaria en sus diversos escenarios de movilización local y nacional. Se observa así la importancia que tuvo a partir de la muerte de Fernando VII, en el contexto de la Primera Guerra Carlista (1833-1840), la combinación constante (estratégica) entre la actividad parlamentaria de carácter reformista y la actividad insurreccional que no buscaba, pero que tampoco descartaba, un uso selectivo y tutelado de la violencia. Fue esa práctica revolucionaria —que implicó un grado de movilización y politización popular mucho más intenso de lo que se había creído hasta ahora— la que determinó la actuación de la Corona.


      El protagonismo de la Corona en las décadas siguientes no debe, por consiguiente, atribuirse a su capacidad para encauzar y dirigir la ruptura liberal. Su papel no fue nunca tan decisivo como el que tuvieron otras dinastías en la conformación de regímenes de constitucionalismo autoritario o parlamentarismo restringido, como ocurre respectivamente en Alemania o en Italia. El protagonismo de la Corona en el reinado de Isabel II fue precisamente un recurso político post facto, tras su decisiva y casi letal pérdida de capacidad de maniobra durante el periodo revolucionario. Entonces vivió el avance del liberalismo como una imposición que, en el contexto de la Primera Guerra Carlista, le resultó imposible resistir. Si existió una cierta voluntad reformista o pactista «desde arriba», ese reformismo y el supuesto papel arbitral de la monarquía se hundieron definitivamente entre 1835 y 1837.


      Sabemos también que el liberalismo que hizo la revolución entonces era plural y que su sector mayoritario —pronto dividido entre moderados y progresistas— se había distanciado sustancialmente del ideario original de Cádiz y de la práctica política del Trienio Liberal. La trayectoria europea, conocida de primera mano en los últimos exilios, y el temor al desbordamiento social y democrático ya vislumbrado —tanto en la experiencia propia como en la ajena, sobre todo en Francia— habían supuesto, como dijo Francisco Martínez de la Rosa, «tanto una lección como un escarmiento».


      Al igual que ocurrió con el liberalismo posrevolucionario en Europa, el liberalismo español de los años treinta intentó hacer compatible el uso selectivo y tutelado de la violencia, al que me he referido antes, con el abandono del iusnaturalismo racionalista, de los derechos universales y abstractos y de la idea de voluntad general «roussoniana» a favor de un reforzamiento de la libertad negativa —libertad civil, individual— frente a la positiva —libertad como participación política—. Un doble desplazamiento que implicó un pacto de gobernabilidad «respetable» realizado, entre otras cosas, a través de la consolidación hegemónica del discurso de la «capacidad». Es decir, la posesión y despliegue en la esfera pública liberal de mecanismos de representación de los intereses ligados a la propiedad, el talento y la educación. Se trataba de ofrecer así un dique, pero también una posibilidad de cambio social y político, no como el reconocimiento de derechos que la gente poseía naturalmente y en teoría, sino como creación de los cambios necesarios para acceder a esos derechos a través de la «capacidad».


      Más allá de su sustrato común, este planteamiento podía acoger lecturas relativamente variadas, que no se agotaron en el proyecto político moderado, que fue el que finalmente se impuso. La sustancial renovación que han experimentado los estudios sobre el progresismo isabelino ha demostrado que éste aspiraba, sin duda, a formar parte del «liberalismo respetable»; era profundamente elitista, como la totalidad del liberalismo europeo; tenía una concepción jerárquica de la sociedad y una clara voluntad de tutela sobre «el progreso material y moral» de las clases populares. Esos mismos estudios han demostrado, sin embargo, que el progresismo —ayudado por el decidido carácter exclusivista de la opción moderada— mantuvo una fuerte conexión con las aspiraciones populares y una impronta popular revolucionaria e incluso mesiánica durante todo el reinado isabelino. Sigue abierto el debate sobre si esa conexión con el radicalismo popular y la tendencia a privilegiar la insurrección sobre la movilización electoral y partidista fue una consecuencia, indeseada, del exclusivismo moderado o parte sustancial del universo político de los progresistas.


      En todo caso, aunque no se logró nunca una integración positiva y pacífica del progresismo, su historia no es sólo la historia de una marginación y de un fracaso. La decisiva contribución del Partido Progresista a la ruptura liberal, a sus características particulares y a su alcance es innegable. Especialmente desde el ámbito local —en el que consiguieron un poder significativo en el contexto de la guerra civil carlista y de la legislación municipal de 1837— lograron mantener viva y operante la esperanza de una esfera pública liberal abierta, inclusiva, capaz de propiciar cambios que habrían de ser no únicamente políticos, sino también sociales. Para ellos, la libertad era un horizonte abierto de derechos que no sólo tenía como objetivo —según quería, por ejemplo, Madame de Staël— restablecer la desigualdad natural frente a la desigualdad del privilegio. Incluía también una voluntad proyectiva y creadora en la medida en que, en palabras del progresista español Salustiano de Olózaga, ayudaba a recorrer «la senda segura de la libertad y a realizar hasta donde sea posible el dogma de la igualdad de los hombres».


      Desde este punto de vista —y en relación con las observaciones anteriores respecto a la dificultades de un consenso de mínimos entre los «liberalismos respetables»— lo que realmente dividió a moderados y progresistas fue la voluntad de los segundos de ampliar el gobierno representativo, de crear clases medias y «capacidades», frente a la mucho más cerrada defensa del statu quo social y político de los moderados. La arraigada defensa del talento y el mérito como medidas de juicio y ascenso individual y social formaron parte sustancial del entramado de valores que definieron la cultura política progresista clásica, lo cual permitió precisamente que se convirtiese en un marco de referencia —fundamental para la ampliación social y política del liberalismo— que podía compartir a menudo espacios, discursos, formas de sociabilidad y actuaciones políticas con los variopintos grupos demócratas y republicanos.


      Estos últimos, surgidos en buena medida de la resistencia al pacto posrevolucionario de los años treinta entre los «liberalismos respetables», acabaron por representar una dura competencia, según avanzaban los años y los desengaños, para el progresismo histórico. A partir del llamado «Bienio Progresista» de 1854 a 1856 y, sobre todo, de la experiencia del «Sexenio Revolucionario» de 1868 a 1874, su capacidad de atracción sobre el mundo del artesanado, del trabajo industrial, de los pequeños tenderos y propietarios, de las profesiones liberales en sus estratos medios, etcétera, permitió enlazar el liberalismo con la democracia e incluso con el socialismo incipiente. Más allá del debate sobre si los demorrepublicanos constituyeron una o varias culturas políticas —un debate que tiene mucho que ver con la concepción de «cultura» y «política» que se maneje— parece eviden­te que ya no es posible pensar la experiencia isabelina (y del Sexenio Revolucionario) sin tener en cuenta la capacidad de movilización popular de todos estos grupos y su potencial desestabilizador del liberalismo clásico.


      Lo mismo ocurre, en el extremo opuesto del arco político, con la persistencia del carlismo; es decir, de una alternativa antiliberal resistente en lo cultural y en lo político, con una capacidad de movilización efectiva aunque desigual social y geográficamente, que recorrió todo el reinado más allá de la derrota militar que tuvo lugar de 1839 a 1840. Una alternativa antiliberal que no sólo se manifestaba en grupos declaradamente carlistas, sino que estuvo incrustada en la Administración, en la Iglesia, en la corte y en el mismo Partido Moderado.


      Como es sabido, fue este último el que acabó imponiendo a partir de 1843 su particular idea del alcance de la revolución y de lo que debía ser el nuevo Estado-nación. Un Estado que acabó fuertemente marcado con su impronta autoritaria y excluyente, pero también mayoritariamente liberal.


      Los últimos estudios al respecto comienzan a analizar con mayor atención las cuestiones relacionadas con la nueva organización territorial y administrativa del Estado y sus efectos, mediante una fructífera tendencia a combinar el estudio de la legislación con el de las prácticas sociales y políticas. Volveremos sobre ello al hablar del cambio social y económico del periodo. De momento, basta señalar que comenzamos a conocer mucho mejor la lógica de la relación entre política y Administración, inmersa en un juego constante (de negociación y conflicto) entre los intereses locales, provinciales y regionales procedentes de la sociedad civil y el alcance de la voluntad centralizadora del moderantismo. El debate sobre este tema también sigue abierto y pendiente de investigaciones más concretas sobre las dinámicas ascendentes o descendentes en los procesos electorales, la negociación y el conflicto entre las élites locales y estatales, el papel de los municipios y su capacidad (o no) de sustraerse al control central, la cuestión de la peculiaridad foral vasca y sus relaciones con las nuevas propuestas administrativas para las colonias, etcétera.


      La ya abundante reflexión sobre el proceso de nacionalización y sus limitaciones, así como la inclusión creciente de una perspectiva de género en el análisis de la ciudadanía y de la nación moderna se inserta en este terreno de cruce de perspectivas de investigación entre lo político, lo social y lo cultural. Estas perspectivas nos resultan inseparables para comprender los intereses materiales y los valores que fueron configurando la nación moderna y la potencia (o no) del nacionalismo español frente a otras dinámicas e identidades. También aquí, los estudios más novedosos sobre este periodo insisten en la necesidad de evitar perspectivas excesivamente teleológicas y descendentes, rescatan la pluralidad de iniciativas procedentes de la sociedad civil y discuten de nuevo la existencia de una dicotomía rígida entre las identidades regionales y la construcción nacional. Es interesante en este aspecto observar el avance de las investigaciones concretas (aún rezagadas respecto al debate teórico-metodológico) sobre los mecanismos informales de nacionalización; el papel de las identidades regionales en ese proceso; la centralidad de la revolución liberal y de la noción de soberanía nacional como factor de nacionalización y los costes que, al respecto, pudieron tener las frustraciones de muchas de las expectativas en ambas depositadas.


      En todo caso, la creciente y más compleja voluntad de establecer marcos comparativos eficaces con las trayectorias europeas y americanas ha permitido, desde todos esos ámbitos, precisar mejor la caracterización del régimen isabelino y su particular forma de desembocar en la experiencia democrática de 1868 a 1874. Voy a centrarme en algunas de ellas que creo pueden servir para iluminar mejor la posición política, el alcance y las limitaciones de la tradicional hegemonía del Partido Moderado a lo largo de todo el periodo.


      Es ya un tópico considerar que la limitación fundamental de la monarquía isabelina fue la de ser una monarquía de partido: la monarquía del Partido Moderado. Sin duda esto es cierto, como lo fue también en la Francia orleanista respecto a los doctrinarios. Sin embargo, en España, creo que las cosas fueron más complejas. Existen al respecto diferencias de raíz que quizás no se hayan enfatizado lo suficiente ni, sobre todo, de las que se hayan extraído todas sus graves consecuencias.


      Por una parte, sería necesario reflexionar más a fondo sobre el hecho de que el principio de la soberanía nacional —defendido por los progresistas— fuese descartado por los moderados, en un sustrato ideológico profundo, no por ser un principio de gobierno abstracto o quimérico, ni siquiera porque constituyese un atentado potencial contra la autoridad monárquica. Se descartó porque atentaba contra la identidad nacional española (a su juicio monárquica y católica por excelencia) o, al menos, la ponía en cuestión. Así, a diferencia de lo ocurrido en Bélgica y en Francia, y a diferencia del planteamiento progresista, la monarquía moderada evitó mantener deudas explícitas de origen con la revolución, ni siquiera, en sentido estricto, con el liberalismo. Desde el punto de vista moderado, los lugares de la memoria liberal acabaron siendo (desde 1808, Cádiz o el motín de La Granja, por ejemplo) profundamente inestables y peligrosos, recuerdos que borrar o neutralizar. Era ésta una opción negativa respecto a la tradición de lucha liberal contra el absolutismo, que se veía reforzada por la aguda inseguridad de los moderados en su conjunto ante la mayor implantación popular y capacidad de movilización política de los progresistas.


      Al no concebir otro medio de reforzarse como partido que el de reforzar el poder de la Corona, el moderantismo dependía estrictamente de su capacidad para secuestrar o manipular el poder real. Esta posición lo convertía inevitablemente en un partido de corte y al hacerlo —como señaló el propio Andrés Borrego (uno de los moderados más lúcidos)— no podía sino perder autoridad frente a la Corona y pasar de secuestrador a secuestrado. Esto fue exactamente lo que ocurrió a mediados de los años cincuenta y luego, definitivamente, en los años previos a 1868.


      Por otra parte, en la Francia orleanista y del Segundo Imperio, en la que se miró sucesivamente el conservadurismo español, las posiciones reaccionarias del legitimismo apenas sobrevivieron como alternativa política y contaminaron muy escasamente a sus gobernantes. En España, sin embargo, las fuerzas de la reacción antiliberal no se reducían a la amenaza del carlismo, sino que se encontraban encarnadas en un sector del Partido Moderado (los llamados realistas isabelinos) y, sobre todo, en la propia corte, cuya cultura política fue siempre una cultura de resistencia al liberalismo. Para ambos, las instituciones representativas, aceptadas a regañadientes, no eran otra cosa —como dijo el marqués de Viluma, partidario de un pacto de Estado con el carlismo— que «meros límites al único poder en la sociedad, el poder del monarca».


      En este contexto, la búsqueda del favor regio, cada vez más al margen del juego parlamentario, agudizó las divisiones internas latentes del moderantismo, cuya práctica política estuvo condicionada, desde el principio, por su carácter de partido de aluvión en el que convivían antiguos liberales revolucionarios con absolutistas más o menos reformistas, que habían optado por la defensa de los derechos de Isabel II, e incluso con excarlistas. Desde los mismos inicios de su trayectoria en el poder, el Partido Moderado osciló entre la voluntad de pactar con el carlismo y la necesidad de integrar al progresismo en el juego político. No llegó a hacer ni una cosa ni otra y buscó su legitimación en un «justo medio» doctrinario, capaz de neutralizar el carlismo y detener aquel progresismo que, en parte con razón, consideraba heraldo de una revolución sin límites reconocibles dentro del universo estrictamente liberal.


      Desde ese punto de partida creo que está desenfocado el reproche clásico a la monarquía isabelina respecto a su falta de evolución hacia una instancia arbitral del juego político entre los partidos liberales. Lo está porque esto implica establecer para ella unos objetivos que todo en su diseño original estaba destinado a bloquear. La distancia entre la formulación doctrinaria del «poder moderador» de la Corona y su práctica política resultó a la postre insalvable. En realidad nadie creyó nunca en ese poder moderador; ni el Partido Moderado (con la excepción quizás de su ala izquierda «puritana»), ni por supuesto la corte, ni en muy buena medida tampoco el Partido Progresista.


      Más aún, la desagregación del moderantismo —que acabó por reproducir en su seno el cainismo político que había caracterizado sus relaciones con los progresistas— afectó a la posición de la Corona en un doble sentido. Por una parte, creó para ella un margen de poder independiente sostenido por la máxima de divide et impera, que tan larga tradición tenía en el ejercicio borbónico del poder. Por otra parte, y no necesariamente en contradicción con lo anterior, arrastró a la monarquía a complicarse en el conflicto interno entre las diversas banderías del partido. Una implicación que bloqueó, así, desde el principio, cualquier posibilidad de convertirse en una institución reguladora o arbitral, no ya entre moderados y progresistas, sino ni siquiera entre los propios moderados.


      Es éste un aspecto crucial de la dinámica política del reinado que creo conviene enfatizar. El protagonismo otorgado a la Corona y su deriva autoritaria, con tintes incluso antiliberales, provocó la fractura interna del partido que había defendido y sustentado inicialmente su poder. No es un hecho que deba olvidarse: un sector importante del Partido Moderado, que se identificaba claramente con el liberalismo, se vio obligado a optar y, aunque fuese a regañadientes, lo hizo por la insurrección. Algo que ocurrió en 1854 y volvería a ocurrir en 1868. Ahí es donde reside, a mi juicio, el gran fracaso de la monarquía isabelina respecto, no a lo que debería haber sido, sino a lo que quería ser: el instrumento de dominación de un conservadurismo político legitimado por su capacidad de neutralizar a un tiempo la reacción y la revolución.


      Una buena muestra de la vitalidad y de la fortaleza del liberalismo español en su conjunto, frente a todo lo que se ha dicho acerca de su debilidad y de sus contradicciones internas, es que consiguió (a pesar de los formidables obstáculos en su contra) doblegar a la monarquía borbónica lo suficiente como para que ésta se viese forzada a reconocer, en 1874, que el rey y el Parlamento estaban obligados a llegar a compromisos. Para entonces, el gran Partido Moderado isabelino estaba hecho trizas y subordinado a los herederos directos de su ala izquierda «puritana», la llamada Unión Liberal, que venía defendiendo desde los años cuarenta la necesidad de integrar al progresismo en el juego político. Por ello, la Unión Liberal (en la que se formaron políticamente tanto Álvarez Bugallal como Cánovas del Castillo) fue siempre algo más que una mera reedición del moderantismo clásico, y acabó convirtiéndose en una de las posibles salidas liberales, aunque conservadoras, al bloqueo político del reinado isabelino. Un bloqueo final que no fue el resultado de un liberalismo alicorto y socialmente minoritario sino, más bien, de todo lo contrario: el de un liberalismo activo y resistente, con notable capacidad de movilización y una pluralidad de horizontes de futuro entre los cuales el régimen de la Restauración fue tan sólo uno de ellos.


       


       


      La política internacional: nación e imperio


       


      La orientación y las características de la posición española en el mundo contemporáneo, fraguada al hilo de la guerra carlista y de la ruptura liberal de mediados de los años treinta del siglo XIX, deben analizarse desde una perspectiva doble pero interrelacionada. Por una parte, desde la integración en el bloque liberal europeo, liderado por Francia y Gran Bretaña, frente a las llamadas «potencias del Norte», Rusia, Prusia y Austria. Por otra, en el contexto de las condiciones de acomodo a la quiebra definitiva de España como gran potencia territorial del Antiguo Régimen.


      La firma de la Cuádruple Alianza en abril de 1834, por la cual Francia e Inglaterra se comprometían a apoyar la causa liberal en las guerras civiles de España y Portugal, respondía a intereses mucho más amplios que los estrictamente peninsulares. Era una alianza que buscaba reconfigurar el mapa europeo, tras las revoluciones de 1830, a través de una «entente cordiale» entre las dos grandes potencias occidentales que permitiese «ordenar» su histórica rivalidad, especialmente en el área mediterránea, que tan decisiva era para los intereses de ambas. Dentro de esa alianza, España ocupaba el papel de una potencia de segundo orden, objeto y escenario de la rivalidad entre las dos potencias mayores que —más allá de su formal colaboración— pugnaron por ampliar y consolidar su influencia sobre la nueva nación liberal. Por lo que respecta al segundo aspecto, el vasto imperio español había quedado reducido a un grupo disperso pero todavía significativo de posesiones americanas, asiáticas y africanas: básicamente, Cuba y Puerto Rico; las islas Filipinas, Marianas y Carolinas; Ceuta, Melilla, Río Muni y Fernando Poo.


      En la última década se está produciendo una importante reevaluación del significado de esa doble posición española en el mundo que afecta a algunos de los tópicos más manidos sobre la decadencia secular, la subordinación absoluta a los dictados de la alianza (y la rivalidad) franco-británica y al papel político, económico y cultural del imperio. De nuevo, esto ha sido posible, además de por un incremento sustantivo, aunque aún insuficiente, de investigación empírica, por la quiebra de los modelos normativos de evolución y valoración de las actuaciones internacionales «modernas» desde una perspectiva comparada y trasnacional mucho más compleja.


      Durante la primera etapa clásica de las relaciones internacionales de este periodo, la comprendida entre 1834 y 1847, en que se dio por concluida la Cuádruple Alianza, no hay duda de la activa intervención de Inglaterra y Francia en la política española. Una intervención que tenía que ver no sólo con factores de índole política o ideológica, sino obviamente económicos —negociación de empréstitos, inversiones y tratados comerciales ventajosos—, así como con decisivos intereses geoestratégicos franco-británicos en el norte de África.


      Es cierto que la intensidad del conflicto partidista en España tuvo su correlato en política exterior a través de la tradicional anglofilia progresista y la francofilia moderada. En la época, fueron habituales las acusaciones mutuas de dependencia respecto a los intereses de una u otra potencia. Sin embargo, las cosas fueron más complejas: los partidos Moderado y Progresista nunca fueron meras correas de transmisión de los intereses de Francia o Inglaterra, sino que buscaron activamente la implicación de ambas como apoyo para sus propios intereses de partido o lo que creían que era el interés nacional. Su actitud no fue pasiva sino activa y, aunque sin duda desde una posición de debilidad, ésta implicó resistencias, negociaciones y acomodos continuos, así como una atención nunca desdeñable a la opinión pública española. El problema de los aranceles, las tensas relaciones con la Santa Sede o las condiciones de la intervención aliada en la Primera Guerra Carlista son buena muestra de ello.


      Resultan significativos en este terreno las causas y el desarrollo de la quiebra del llamado «espíritu» de la Cuádruple Alianza en 1847, a raíz del disgusto británico por la forma en que se habían resuelto el matrimonio de la reina Isabel y de su hermana (casada con un hijo de Luis Felipe de Orleans) un año antes. En todo el enrevesado proceso de negociaciones sobre aquellos matrimonios reales —que quizás fueron los últimos sujetos a la vieja política de potencias— fue evidente que las rivalidades entre los partidos españoles y la rivalidad franco-británica actuaron como cajas de resonancia mutuas.


      El fin de la Cuádruple Alianza abrió el camino para el inicio de una política exterior más activa: la búsqueda de un lugar en el mundo para una potencia europea, pero también americana, que aspiraba a una honrosa, respetable y destacada segunda fila en el concierto de las naciones. Uno de los grandes problemas diplomáticos de los liberales españoles fue el derivado de la ruptura de relaciones con la Santa Sede a partir de 1837 debida a la política seguida respecto a la Iglesia y, especialmente, a la desamortización.


      Con la consolidación en el poder de los moderados, recomponer aquellas relaciones (y al tiempo preservar los rasgos básicos del diseño liberal respecto a la posición de la Iglesia y el Estado) fue un objetivo prioritario. En 1848, el nuevo papa, Pío IX, amenazado él mismo en su poder terrenal, acabó reconociendo a Isabel II, lo que abría el camino para que lo hiciesen las potencias del norte. Al año siguiente el general Narváez envió una expedición militar para defender los Estados Pontificios. El desembarco en Gaeta el 27 de mayo de 1849 —más allá de su significación para los católicos y de su relevancia real en el curso de los acontecimientos— fue el primer momento de protagonismo internacional de España en décadas.


      Finalmente, en octubre de 1851, se firmó el Concordato con la Santa Sede. Es de notar que el acuerdo sólo se desbloqueó con la llegada al poder del ultramoderado Bravo Murillo. Previamente, incluso Narváez se había resistido a conceder a la Iglesia todas las satisfacciones que exigía. Los aspectos fundamentales del Concordato fueron, como es sabido, la garantía absoluta de la unidad católica «con exclusión de cualquier otra», el compromiso estatal en la dotación del culto y el clero, el derecho de la Iglesia a adquirir y poseer propiedades, la devolución de los bienes desamortizados no vendidos, el restablecimiento de las órdenes religiosas y la supervisión religiosa sobre la educación y la imprenta. A cambio, la Santa Sede reconocía las ventas realizadas de bienes desamortizados y se comprometía a no molestar jamás a sus compradores. El resultado fue un marco estable de relaciones entre la Iglesia católica y el Estado liberal —renovado con ligeras modificaciones en 1859— por el cual este último imponía su modelo de organización y su diseño nacional a cambio de conceder a la primera enormes privilegios y derechos, materiales y de autoridad moral, sobre ese mismo Estado y la sociedad española.


      La búsqueda de un lugar destacado en el mundo para la nueva España recibió un impulso decisivo a partir de la llegada al poder de la Unión Liberal en 1858 y los años de relativa prosperidad en que se desarrolló su proyecto. Desde entonces y hasta 1867 se sucedieron las intervenciones españolas en el norte de África, la Cochinchina (iniciada en 1857), México, Santo Domingo y las costas del Pacífico Sur americano. Todas aquellas iniciativas se tomaron en un momento de inflexión clave para el colonialismo moderno. Tras varias décadas de dominio básicamente informal en Asia y África (con la excepción en este último continente de la Argelia francesa), los años cincuenta supusieron un rápido giro hacia el dominio formal; es decir, hacia la ocupación efectiva de amplios territorios en ambos continentes. Un periodo en el que se realizaron también varios tanteos de penetración en una América que fue necesario reconocer —ya muy entrado el siglo y agotada la capacidad de potencia mediadora de Gran Bretaña— como área de influencia prioritaria de Estados Unidos. España —con un imperialismo «casero y modestito», como dijo Pérez Galdós, pero imperialismo al fin y al cabo— no dejó pasar la ocasión de participar, a la escala a la que le fue posible, en esta nueva dinámica.


      Los avances más sustanciales en la investigación al respecto se han realizado en tres direcciones complementarias. Por una parte, se ha cuestionado la absoluta dependencia de las intervenciones españolas a los diseños geoestratégicos franco-británicos; algo que queda demostrado en la salida de México en 1862 o la actitud neutral en el tema del reino de Italia. Por otra parte, y en estrecha relación, se discute que aquellos intentos estuvieran meramente dictados por una «política de prestigio», careciesen de conexiones entre ellos, de intereses económicos o políticos definidos y fuesen esfuerzos erráticos e improvisados. Por último, se está analizando con mucho más detalle la centralidad cultural y política de las colonias para la España isabelina, más allá de su peso económico, sujeto también a reevaluación.


      No voy a entrar a fondo en todas estas cuestiones, que son desarrolladas en este volumen, con especial atención a las relaciones entre España y América Latina, por Tomás Pérez Vejo en el capítulo «España en el mundo». Tan sólo apuntar algunas reflexiones básicas sobre la necesidad de comprender los objetivos internacionales de aquellos años sesenta en un doble marco que aunaba los supuestos beneficios económicos y la intención de recuperar para España el prestigio internacional perdido.


      En ese escenario, la protección de las colonias remanentes fue fundamental para entender todas y cada una de las actuaciones españolas en África, América, Asia y el Pacífico. Éste fue un elemento de conexión fundamental entre todas ellas, que enlazó con la opinión pública española, más allá de las divisiones entre los liberales y los discursos de legitimación en clave religiosa o de progreso de la civilización liberal que explican el apoyo o rechazo a todas o algunas de esas expediciones. En segundo lugar, en aquellas aventuras existía sin duda un componente fuertemente imitativo en el contexto de la llamada «política de potencia». Sin embargo, ese componente y ese tipo de política son valorados por todos los especialistas como acicates básicos del imperialismo europeo decimonónico que no excluyen (más bien al contrario) la búsqueda de beneficios económicos en la forma de mercados reservados, relaciones comerciales ventajosas, espacios controlados de inversión de capitales, etcétera. Estos elementos, muy presentes en algunas de las esperanzas depositadas en la campaña africana, pudieron incluir provisiones cruzadas de mano de obra (por ejemplo entre Cochinchina, Filipinas y Cuba) o recursos naturales (como el guano para la Guerra del Pacífico) y estuvieron presentes de una forma u otra en todas las intervenciones españolas. Junto a ello, y en el espacio latinoamericano, fue crucial y aglutinante de todas las iniciativas llevadas a cabo (expediciones a México, reincorporación y defensa de Santo Domingo) la centralidad de Cuba y Puerto Rico: dos colonias decisivas para la conciencia imperial y los intereses económicos españoles.


      Es necesario recordar aquí la importancia de la redefinición del vínculo colonial con Cuba, Puerto Rico y Filipinas a partir de 1836. Desde entonces, dejaron de ser consideradas partes de la nación constitucional y fueron definidas como colonias en sentido estricto. El nuevo pacto colonial entre las élites antillanas y los dirigentes liberales españoles se fraguó sobre la preservación de la esclavitud y la explotación intensiva de producciones muy rentables como el café y el azúcar. En el corazón mismo de la expedición a la Cochinchina (llevada a cabo con soldados filipinos) estuvo la búsqueda de mano de obra esclava en aquella zona para las plantaciones de las Antillas.


      Esa conciencia imperial y la relación establecida entre nación e imperio (en la senda general de la mayoría de los países europeos) comienzan a ser mucho más conocidas para un periodo en que se consideraba que apenas existían o tenían una incidencia político-cultural poco apreciable. Por el contrario, la vocación colonial metropolitana no es una inexplicable fantasía nostálgica e irracional, sino que tiene claramente una proyección de futuro, capaz de enlazar la narrativa de la nación y la del imperio de forma mucho más estrecha de lo que creíamos hasta ahora. La presencia de una identidad imperial de la nación española, durante el periodo crucial que estudiamos en este volumen, se pudo plantear de muy diversas maneras, con muchos conflictos y lecturas diversas pero con una presencia indudable —que está comenzando a rastrearse y valorarse— en una gran variedad de documentación de carácter literario, artístico y político. En este sentido, la brillante reflexión de Pérez Vejo sobre la presencia de los debates españoles en los americanos, y en la forja de sus diversas y posibles identidades político-culturales, demuestra también el potencial de los estudios que necesitamos en la dirección inversa. Es decir, el análisis de la forma en que fueron leídas y debatidas las experiencias americanas, el carácter «americano» de muchos debates políticos españoles durante el reinado isabelino y durante el Sexenio Revolucionario.


      Por último, todos estos estudios permiten abrir caminos mucho más fructíferos sobre las conexiones entre las intervenciones exteriores, la defensa de los restos del imperio y las diversas facetas y posibilidades abiertas para el nacionalismo español. Un tema en el que, por ejemplo, el análisis de la Guerra de África (1859-1860) desde el punto de vista del nacionalismo e imperialismo popular ha dado ya buenos frutos. Las diversas estrategias de legitimación de la guerra —y el apoyo abierto de todos los partidos— enlazaron con los lenguajes y experiencias populares. No sólo en el ámbito religioso o racista más banal y conocido, sino también mediante la posibilidad de apropiación radical de la lucha contra el despotismo oriental como una lucha más general, y más propia al mismo tiempo, contra los poderes «despóticos» interiores. La relación entre el radicalismo político y las demostraciones de apoyo popular a la guerra fue objeto de una alarmada reflexión por parte de los sectores más conservadores del Partido Moderado, de la propia corte o incluso del gobierno. Esa alarma desempeñó un papel no menor, junto con las presiones británicas, para que la campaña de África concluyese con la retirada y una «paz chica» que supo a poco después de una guerra en la que se habían depositado tantas y tan diversas aspiraciones.


      Aquellas aspiraciones, como siempre ocurre con la política exterior, eran en buena medida la continuación de la política interior por otros medios. También este terreno, la experiencia isabelina y del Sexenio Revolucionario fue fundamental para reconfigurar el papel de España en el mundo, tanto de cara al futuro «recogimiento» canovista, como a la explicación histórica del fuerte impacto que supuso la pérdida de Filipinas, Cuba y Puerto Rico en 1898, las dimensiones domésticas de posteriores aventuras africanistas y la consolidación de la larga tradición de neutralidad española en la política europea.


       


       


      El cambio socioeconómico


       


      Las consecuencias sociales y económicas de la ruptura liberal han sido objeto de debate desde hace años. Las valoraciones más actuales se apoyan en el sustancial avance de la investigación empírica —local, regional y en el ámbito general de España— que se ha producido en las últimas décadas, cuya característica común es la crítica a conceptos demasiado rígidos y normativos de cambio social y desarrollo económico. Ya no se trata de valorar como contrapuestas las realidades anteriores y posteriores a la consolidación del liberalismo, sino más bien de analizar los cambios posibles de tendencia, su diversidad sectorial y espacial, y el juego de relaciones entre experiencias y expectativas, entre transformaciones, continuidades y nuevos desequilibrios. Todo ello requiere, más que nunca, una perspectiva comparada rigurosa y bien enfocada.


      En este terreno, lo primero que cabría decir es que, sin duda, la quiebra revolucionaria del entramado jurídico y político del Antiguo Régimen no fue el origen último del cambio social y económico. Sin embargo, fue fundamental (y percibida como necesaria por los contemporáneos) para desbloquear y sancionar tendencias de cambio previas, que se movían en dirección a la economía de mercado y a una sociedad más compleja, asentada sobre el avance del individualismo posesivo, las relaciones contractuales y la propiedad privada. Su consolidación —que podría no haberse producido o haber derivado hacia otras posibilidades de reforma o involución— está estrechamente relacionada con la legislación liberal porque ésta favoreció una reorganización relevante de las relaciones de poder social y económico.


      La abolición de los señoríos, las desvinculaciones, la supresión del diezmo, las desamortizaciones y la libertad de mercado no fueron meros expedientes formales que se limitasen a trasladar al nuevo orden las posiciones de privilegio adquiridas previamente y a perpetuar o incrementar la su­bor­dinación (y la apatía) de las clases populares. La investigación de los últimos años, en el ámbito local sobre todo, rescata la experiencia de un conflicto político y socioeconómico plural, la existencia de una dispar pero destacable movilización popular y de muchas figuras intermedias que no se pueden reducir a la nobleza, la burguesía o el campesinado.


      La tradicional afirmación de que los grupos privilegiados del Antiguo Régimen consiguieron sobrevivir prácticamente indemnes a la revolución es difícil de sostener. Es obvio que esto no ocurrió con la Iglesia —que perdió los diezmos y la propiedad inmueble amortizada durante siglos— pero tampoco los señores consiguieron reconvertir de forma automática su antiguo poder político-jurídico en propiedad privada y experimentaron, como consecuencia de la revolución, recortes apreciables en sus patrimonios. La nobleza señorial tan sólo consiguió la propiedad plena de sus señoríos allí donde ya lo había hecho durante el siglo XVIII, o incluso antes, al margen de su situación de privilegio. Esto fue así, especialmente, en grandes áreas de Extremadura, Salamanca y Andalucía Occidental. Mucho más adversas fueron las condiciones para los señores en otros lugares tan diversos como Madrid, Cataluña, Valencia, Ávila o Valladolid. A esas dificultades se añadió el frecuente desplazamiento de antiguas oligarquías municipales, representantes de una nobleza no señorial —o incluso antiseñorial en ocasiones— que combinaban la propiedad con el uso del privilegio y que se reforzaban con la utilización, muy extendida en España, del mayorazgo. Fue precisamente la temprana desaparición de los mayorazgos y de las exenciones fiscales lo que minó las bases de ese control de la política local y favoreció recambios muy significativos a favor de una burguesía comercial financiera y cada vez más propietaria, que adquirió en Cataluña un marcado carácter industrial.


      De hecho, muchas de las grandes fortunas del Antiguo Régimen —tanto entre los señores como entre la pequeña nobleza y las oligarquías clásicas— llegaron con situaciones sociales y económicas muy deterioradas al último tercio del siglo XIX. Esa dinámica a medio y largo plazo se relaciona bien con el hecho, hoy abundantemente demostrado, de que la revolución liberal no se hizo sólo contra los señores y que alteró también sustancialmente las jerarquías intermedias de la sociedad.


      La investigación de las últimas tres décadas, cuanto menos, apunta a que la legislación liberal sirvió para seleccionar de forma decisiva entre los antiguos grupos de propietarios (privilegiados o no), lo que les obligó a acomodarse a las reglas de juego del mercado y favoreció la movilidad social entre sectores diversos como los grandes y medianos arrendatarios, los labradores acomodados, los comerciantes hambrientos de tierras, los mandos del ejército y las profesiones liberales. Todo ello reconfiguró las jerarquías sociales antiguas, forjó unas relaciones distintas entre la antigua y la nueva riqueza y forzó la adaptación de la primera a los modelos de actividad y los criterios de respetabilidad de la segunda. Se vieron trastocados así criterios básicos de legitimidad, que habían consolidado estrategias suprageneracionales de promoción social y política; por ejemplo, los servicios a la monarquía, la prioridad de los valores religiosos o la sumisión a los herederos mayores.


      Se abrieron así dinámicas complejas, que no se activaron de forma automática e inmediata. Sigue abierto el debate sobre las aportaciones «directas» de las reformas liberales al desarrollo económico, a la definición de los derechos de propiedad y a la consolidación efectiva de una sociedad de clases de tipo moderno. Los capítulos de este libro que tratan de todo ello demuestran que el análisis de las repercusiones del nuevo marco político y jurídico debe realizarse teniendo en cuenta las prácticas y relaciones sociales de poder en los ámbitos locales y regionales, donde se dirimían los cambios y también las continuidades efectivas.


      En términos generales, parece bastante consolidada la idea de que la revolución liberal favoreció un aumento notable del tamaño de la economía española, lo que la colocó en condiciones de orientarse hacia un crecimiento económico propio de las sociedades capitalistas. Una evolución que fue inseparable del proceso de construcción del Estado liberal. Juan Pro, en «El proceso económico», articula su análisis de la economía española del periodo sobre una contundente, y muy bien argumentada, afirmación de que ese proceso fue el gran motor del crecimiento económico: «Si hubo crecimiento en el periodo de 1830 a 1880 fue porque se avanzó en la construcción de un Estado nacional; y si hubo limitaciones en ese crecimiento fue debido a las limitaciones en la construcción del Estado». Los aspectos tratados son muy diversos y tan sólo apuntaré algunos de ellos que resultan ilustrativos del alcance y las limitaciones de los cambios.


      Por ejemplo, y en relación a un debate clásico, no hay du­da de que las desamortizaciones fueron importantes desde el punto de vista del crecimiento agrario, aunque la forma en que se hicieron respondió fundamentalmente a las necesidades del Estado y no, desde luego, a una reforma agraria pensada para distribuir las tierras de la Iglesia o de los ayuntamientos entre los campesinos pobres. En realidad, las ventas de tierras favorecieron en mayor medida (aunque no sólo) a los que, siendo ya propietarios, tenían capacidad para redondear sus propiedades o a burgueses enriquecidos que accedían a unas tierras que llevaban tiempo codiciando. La desigualdad social no se redujo, pero existen indicios sólidos de que el nivel de vida del campesinado mejoró algo inicialmente para perder terreno en las décadas centrales del siglo, cuando se hicieron notar los efectos de la pérdida de los aprovechamientos tradicionales de bienes concejiles y comunales. En todo caso, no hay duda de que los cambios introducidos por la legislación liberal favorecieron una gran oleada roturadora, que recortó significativamente el peso que tenían las actividades ganaderas y forestales (y no sólo agrarias en sentido estricto) durante el Antiguo Régimen. Una verdadera reforma agraria favorable al campesinado habría exigido dotar a éste de medios de cultivo capaces de evitar la ruina de las explotaciones y una reventa sin beneficios para un Estado que comenzó su andadura prácticamente en bancarrota y envuelto en una guerra civil que había que financiar.


      Los efectos sociales de todo este proceso fueron intensos, incluidos los producidos por la liquidación de las bases económicas tradicionales de la Iglesia. Justo Serna y Anaclet Pons analizan en «Población y sociedad» lo que significaron para la consolidación de nuevos estratos burgueses y la forma diversa en que afectaron a los sectores populares agrarios, sus modos y su nivel de vida diferenciados, sus diferencias regionales, los cambios experimentados en los flujos migratorios o la nueva fisonomía de las ciudades.


      El tema de la reconversión de la Hacienda Real en Hacienda Pública y el problema de la reforma tributaria —tan ligados a las medidas anteriores y a la supresión del diezmo—, así como la cuestión del déficit permanente, demuestran de nuevo el techo insalvable que habría supuesto la permanencia de las estructuras político-jurídicas del Antiguo Régimen y, al mismo tiempo, los límites prácticos de la legislación liberal. Por una parte, parece claro ya que la reforma tributaria de 1845 fue favorable al crecimiento económico al eliminar antiguas trabas e impuestos, uniformar y simplificar el sistema fiscal y ayudar, por lo tanto, a la articulación del mercado interior. Por otra parte, al recaer fundamentalmente sobre la agricultura, favoreció (relativamente) a la industria y al comercio y sus efectos deben combinarse con la protección arancelaria. Sin embargo —y aún desde una perspectiva comparada atenta a casos similares— las consecuencias negativas fueron demasiadas, producto de la perversión sistemática de sus principios inspiradores por la oposición de los grandes propietarios, comerciantes, financieros y fabricantes. El reparto de la carga fiscal acabó siendo muy desigual (netamente impopular a través de la odiada Contribución de Consumos) e incapaz además de recaudar lo suficiente. Excepto en unos breves años (entre 1859 y 1863) el déficit y el endeudamiento del Estado fueron la tónica habitual, lo cual limitó también el gasto público y la contribución del Estado al crecimiento económico.


      En términos globales, en el periodo que abarca este volumen, la economía española experimentó una sustancial aceleración de su crecimiento que, al mismo tiempo, tendió a ser menos desequilibrado desde el punto de vista geográfico. La agricultura extensiva, cerealícola, fue combinándose con éxito con cultivos más intensivos como el olivar y, sobre todo, la vid. Tras la desactivación del foco andaluz, el crecimiento industrial prácticamente se redujo a Cataluña y estuvo relacionado no sólo con la adecuada innovación tecnológica y el aprovechamiento de recursos de los fabricantes catalanes, sino con el pacto proteccionista entre éstos y los terratenientes castellanos, que favoreció su conquista del mercado nacional.


      A partir de los años cincuenta, sobre todo, se sentaron las bases de un nuevo modelo de crecimiento en el que desempeñaron un papel fundamental la mejora de los transportes (especialmente el ferrocarril), una agricultura más intensiva y especializada, un crecimiento indudable de las actividades urbanas y comerciales orientadas hacia el comercio exterior y un mercado interior mucho más articulado. Todo ello permitió tasas de crecimiento de la población modestas pero significativas, impensables quizás a finales del absolutismo, así como del Producto Interior Bruto y de la renta per cápita.


      Aunque la dinámica hacia el crecimiento resulta evidente, no fue capaz de superar el retraso económico y social respecto a la Europa más desarrollada, y la distancia en realidad se amplió. El crecimiento demográfico se vio ralentizado por una alta tasa de mortalidad infantil y durante todo el periodo la esperanza de vida se mantuvo baja. Las malas condiciones sanitarias y alimentarias, la incidencia de los brotes epidémicos y las crisis de subsistencia nos hablan, como señalan Anaclet Pons y Justo Serna, de una modernización limitada y convulsa en la que la movilidad social y las expectativas creadas provocaron no pocas frustraciones, en especial si se tienen en cuenta la intensa y temprana movilización política y las aspiraciones de cambio social y económico contenidas en el proceso revolucionario.


      A lo largo del periodo se observa una tendencia al alza de las desigualdades sociales, que, tras un breve periodo de convergencia hacia los años cuarenta, volvieron a crecer, especialmente por lo que se refiere a la participación de los jornaleros y pequeños cultivadores en el crecimiento agrario. Los autores se detienen, con gran fuerza expresiva, en el análisis de los diversos mundos rurales, relacionados con la heterogeneidad de las agriculturas que convivieron durante el periodo, y analizan los diferentes niveles y formas de vida, evolución y características demográficas de una sociedad en cambio y con fuertes contrastes regionales. En todo caso, y aún dentro de sus evidentes limitaciones, no estamos ante el país de estancamiento secular y exotismo oriental que querían ver los viajeros de la Europa septentrional. España participó en los procesos económicos y sociales que afectaron a la Europa de la época y, si el marco de comparación deja de ser el de los países más desarrollados y se ajusta a las experiencias de otros países meridionales como Portugal e Italia, el ritmo de la modernización económico-social pudo ser superior durante este periodo.


      Más allá de las fuertes diferencias regionales —que globalmente distinguirían la más atrasada zona central y del sur con el dinamismo de las regiones costeras orientales y septentrionales—, el siglo XIX fue el siglo del declive social de la antigua aristocracia y del asentamiento de la burguesía (o más exactamente de las burguesías) como la clase social que polarizó, lentamente pero de forma imparable, el cambio en las pautas de vida, el capital material y simbólico, el perfil moderno de las ciudades y una nueva cultura, en el sentido más amplio de la palabra. También en España, ser burgués significaba algo más que una posición socioeconómica determinada: significaba una ubicación estructural respecto a los medios de producción o a las categorías de renta, para entrar característicamente en el terreno de un acopio cultural propio que recorría las distintas situaciones de tipo económico o profesional. La construcción social y cultural de ese «sentirse burgués», reafirmada en compañía de otras de situación equivalente, superior e inferior, afectó a cuestiones tan diversas como la sociabilidad, la vivienda, la comida, la salud o el ocio. El resultado fue todo menos una foto fija, congelada en el tiempo, y lo que hoy se debate no es tanto la existencia del cambio socioeconómico, sino las proporciones variables del mismo. También en este terreno, el periodo que abarca este volumen contenía diversas trayectorias posibles que no pueden reducirse a las que acabaron imponiéndose en el último tercio del siglo XIX.


       


       


      Una nueva esfera cultural


       


      Esa pluralidad y diversidad de opciones se hace especialmente patente en el ámbito cultural del periodo isabelino y del sexenio de 1868 a 1874. La historia de la revolución y consolidación del liberalismo, así como la intensa pugna entre sus diversas propuestas ni se agota ni se entiende mediante su reducción a variables exclusivamente socioeconómicas o políticas. Tras la muerte de Fernando VII, y como había ocurrido ya durante la experiencia gaditana y del Trienio Liberal, la gran batalla contra el absolutismo implicó la conformación de una nueva esfera cultural liberal que ahora sí pudo por fin consolidarse. Lo hizo a través de publicaciones, libros, folletos, prensa, teatro, producciones artísticas y propuestas educativas de muy diverso tipo y orientación que tuvieron un notable impacto social, y no sólo entre la minoría alfabetizada. Sociabilidad burguesa y cultura se dieron la mano en las tertulias de los cafés, en los ateneos, liceos y casinos, pero también en los círculos, las asociaciones de lectura y los orfeones populares. El análisis de todas estas manifestaciones, y lo que pudieron significar, supone valorar prácticas sociales relevantes para comprender la conformación de la visión liberal del mundo, en sus diversas expresiones.


      Desde mediados de los años ochenta del siglo XX, cuando menos, se ha producido una importante reacción contra un concepto de cultura concebida como «el granero de la historia»: una categoría de la vida social aislada y abstraída de la compleja realidad histórica, o dependiente y mimética respecto a otros aspectos considerados más relevantes como la economía o la política. Hoy se estudian las llamadas producciones culturales como parte del diálogo, la negociación y el conflicto social y político en sentido amplio. A través de ellas, de sus mecanismos específicos de acción y creatividad, de producción y recepción, la nueva sociedad liberal y burguesa iba asentando sus valores y explorando sus contradicciones internas; articulaba nuevas relaciones de poder en torno a la educación y la conformación de nuevos saberes y disciplinas (como la historia, por ejemplo, o la higiene), el canon literario, pictórico o musical, el papel de la ciencia y de la religión, etcétera. De esta forma, las nuevas identidades de clase, de género y de nación se iban construyendo también —y en muchos aspectos esencialmente— en el ámbito de lo cultural en su sentido más amplio.


      Xavier Andreu analiza en el último capítulo de este libro, «La cultura», el proceso que creó y consolidó esa nueva esfera cultural liberal en España. Ésta constituyó, en sus múltiples manifestaciones, un espacio y un frente privilegiado para el desmantelamiento de los valores del Antiguo Régimen. Aquel cambio afectó a la consideración social y a la autopercepción del escritor y el artista, del editor, el crítico y el empresario teatral, y se creó en torno a ellos un público estable para sus producciones: un mercado cultural mucho más amplio y con reglas propias y nuevas. En este proceso —que siguió en general las pautas europeas, aunque con especificidades y ritmos propios— cultura y política se dieron la mano de forma intensa y consciente, al tiempo que se trataba de construir una cultura nacional propia y diferenciada, más allá de la influencia de las modas literarias extranjeras, en especial francesas.


      La primera y fundamental etapa —que abarca grosso modo desde mediados de los años treinta hasta finales de los cuarenta— coincide en España con la década revolucionaria y la pugna entre las diversas corrientes liberales por imponer sus diversas propuestas. Coincide también, en términos generales, con el auge del romanticismo. Éste ya estaba presente en la cultura española desde finales del XVIII, especialmente en su versión más conservadora, que identificaba la historia de España con la defensa a ultranza de la religión, las tradiciones y la monarquía absoluta. La experiencia del exilio y el cruce de varias tradiciones románticas europeas abrieron las puertas para una ampliación sustancial de la interpretación y la práctica de la «sensibilidad romántica» y sus posibilidades de engarce en la cultura española.


      El debate respecto al romanticismo en general y sobre el romanticismo español en particular ha sido y es largo e intenso. La naturaleza poliforme y escurridiza del fenómeno se entiende mejor si se asume que nunca existió, ni en España ni en ningún otro lugar, un solo romanticismo, sino varios. Qué cosa era lo romántico se extendió tanto, y en tantas direcciones posibles, que permitió acoger a autores tan dispares como Martínez de la Rosa, el duque de Rivas, Larra y Espronceda, Ros de Olano y José Zorrilla. Para apreciar mejor el fenómeno en toda su complejidad, merece la pena explorar además —como se hace en este volumen— el hecho de que España ocupase un lugar especial dentro del imaginario europeo (tanto en su vertiente conservadora como radical) en tanto que «país romántico por excelencia». Las respuestas a los diversos estereotipos extranjeros ocuparon un lugar crucial en el debate cultural de aquellos años y estuvieron plenamente imbricadas en la lucha por la definición de lo que habría de ser la nueva nación liberal.


      La inquietud romántica fue, al mismo tiempo, parte y forma de expresión de las incertidumbres de una sociedad en pleno proceso de transformación que impugnaba los corsés y las jerarquías de la cultura clásica, explorando nuevas relaciones entre lo cultural y político, entre lo individual y lo colectivo. Por eso, es relevante analizar la batalla librada entre los distintos sectores del liberalismo por controlar la esfera cultural e imponer en ella, y desde ella, patrones de inclusión y exclusión en los diversos cánones que pugnaban por conformarse. Es cierto que la preeminencia de la vertiente más rebelde o radical del romanticismo fue breve en España. Sin embargo, su impacto sociocultural y político fue decisivo y demostró la vitalidad de corrientes literarias o artísticas más cosmopolitas, menos casticistas y más «modernas» que las representadas por el romanticismo histórico.


      No debe minusvalorarse, en este terreno, la importancia que adquirió el teatro romántico en el mismo momento de ruptura liberal y de guerra civil con obras como Don Álvaro o la fuerza del sino, del duque de Rivas; así como la obra poética de José de Espronceda y la amplia labor periodística de Mariano José de Larra, por citar las figuras más sobresalientes aunque, quizás también, las más atípicas. Por último, no es casualidad que fuese durante estos años de turbulencias culturales y políticas tan intensas cuando encontrasen voz y lugar un número relativamente nutrido de mujeres escritoras (entre ellas Gertrudis Gómez de Avellaneda o Carolina Coronado), que exploraron el alcance y los límites respecto al despliegue de su propia individualidad que permitía la sensibilidad romántica. Muchas de estas escritoras participaron también en un conjunto de publicaciones periódicas —por ejemplo, La Ilustración. Álbum de Damas, dirigida por Avellaneda— que abordaron la situación social e incluso política de las mujeres y supusieron un paso importante en la larga y entrecortada tradición feminista en España.


      Desde finales de los años cuarenta, la esfera pública más plural e inclusiva del periodo revolucionario comenzó a cerrarse. La hegemonía de los moderados, que trajo consigo cambios culturales más amplios que los políticos o socieconómicos, produjo una legislación de prensa y censura cada vez más restrictiva que se desplegó en paralelo a la crítica contra los excesos de la creatividad y la rebeldía románticas potencialmente más radicales. Los años cincuenta y sesenta supusieron el avance del eclecticismo político-filosófico, y de una estética más «realista» en todos los ámbitos literarios y artísticos. El costumbrismo más o menos romántico se impuso en España (como también lo hacía en fechas similares en Inglaterra o en Francia) y se aprecia una clara tendencia a preferir, siguiendo la famosa dicotomía de Edmund Burke, lo bello (la cotidianeidad de la vida burguesa) sobre lo sublime, atormentado y revolucionario. También en este terreno las diferencias entre autores y obras son, por supuesto, muy grandes. Por ejemplo, entre las producciones e intereses de Ramón de Campoamor, la lírica intimista del poeta casi maldito que fue Gustavo Adolfo Bécquer, las obras de Fernán Caballero (Cecilia Böhl de Faber) o la poesía de Rosalía de Castro. Por otra parte, no todo el romanticismo fue repudiado en el nuevo ambiente moderado, como demuestra el éxito de José Zorrilla, representante de una vertiente dominante de carácter católico, conservador y medievalista.


      Como argumenta Andreu, no se trata de establecer conexiones mecánicas y unívocas entre el mundo cultural y la evolución política del reinado, sino de valorar un conjunto amplio de prácticas culturales que nunca estuvieron al margen del conflicto social y político en sentido amplio. Por ello, los descontentos de la esfera pública moderada, aunque buscaron también en el ámbito cultural formas de expresión propias, participaron en buena medida del giro más «realista» de la cultura de mediados del siglo, al igual que ocurrió en Francia durante, sobre todo, el reinado de Luis Felipe de Orleans. También las novelas «sociales» (o historias-novela y de costumbres), en formato de folletín, tuvieron un éxito popular y una capacidad de conmocionar las certidumbres y la autocomplacencia indudables de la cultura oficial. Entre sus representantes destacan escritores de simpatías demorrepublicanas como Ayguals de Izco o el catalán Antonio Altadill, entre otros.


      Un debate fundamental sobre las características, y el alcance, de la cultura liberal durante el periodo isabelino es por supuesto el referido a la educación, especialmente en relación con el papel decisivo que logró conquistar en ella la Iglesia católica. Aquí también es necesario destacar el esfuerzo liberal, incluyendo en él y significativamente al liberalismo moderado, por plantear la educación como un asunto de interés público, lo que implicaba otorgar al Estado la primacía en el diseño y control del sistema educativo. Algo que inspiró claramente el Plan Pidal (1845) y la Ley Moyano (1857), que sentaron las bases de la educación pública decimonónica. Esta última fue decisiva por muchos aspectos, pero me gustaría destacar un aspecto que provocó la preocupación de los sectores más ultramontanos: la creación de las facultades de Ciencias, que fueron desgajadas de las de Filosofía, lo que reforzó el control ministerial sobre la educación universitaria.


      En ese sentido, los estudios recientes demuestran la voluntad secularizadora mayoritaria de los liberales, que explica en buena medida la ofensiva neocatólica y el gran debate respecto a la educación y la ciencia de los años sesenta. La indudable desvirtuación de muchos de los objetivos y supuestos de las leyes liberales fue debida a la dejación de responsabilidades en la práctica, producto sobre todo (pero no exclusivamente) de las dificultades financieras del Estado, tanto a nivel general como en los decisivos ámbitos locales y provinciales. En todo caso, al menos hasta que el sistema comenzó a dar muestras de agotamiento en torno a 1865, el progreso fue modesto pero sostenido y relevante si se compara con periodos previos, o incluso con el asfixiante peso educativo de la Iglesia durante la Restauración. La escolarización creció lentamente, aunque para 1868 aún no se había conseguido rebasar barrera del 50 por ciento de los niños para la enseñanza obligatoria básica, mientras la tasa de alfabetización masculina rondaba el 35 por ciento. Cifras muy modestas, sin duda. En todo caso, el debate al respecto requiere muchos más estudios empíricos sobre la enseñanza pública que atiendan sobre todo a las prácticas educativas, los programas y saberes efectivamente enseñados, las abismales diferencias sociales y de género, etcétera.


      Conocemos mucho mejor el impacto —entre los sectores más ilustrados, progresistas y universitarios— de las propuestas de la particular lectura española del «krausismo», que se convirtió en una especie de «religión o filosofía cívica», orientada hacia la reforma ética, moral y social, con su énfasis en la perfectibilidad, el progreso y la razón. Lo mismo comienza a ocurrir con la consolidación de la higiene como disciplina científica que, en España, tuvo a su máximo representante en Pedro Felipe Monlau. Su particular evolución del progresismo radical al pragmatismo moderado es ilustrativa de los avatares de toda una generación, como lo es su influencia en la configuración cultural de lo «socialmente saludable», que aunaba los intereses del nuevo Estado con una serie de valores morales, religiosos y científicos que tenían, a su vez, una fuerte carga de distinción entre las naturalezas y las funciones diferenciadas de los hombres y las mujeres.


      Al igual que en otros muchos aspectos relevantes desarrollados en este volumen, el Sexenio Revolucionario (1868-1874) constituyó un final y un nuevo comienzo. Buena parte de las ideas y propuestas culturales, educativas y artísticas que se habían gestado en los márgenes de la cultura oficial durante el reinado isabelino (el krausismo notablemente, cuyos intelectuales ocuparon altos cargos en todos los espacios políticos y culturales de la época) encontraron su momento de expresión y experimentación durante aquellos turbulentos años. Con ellos se cerraron las primeras grandes etapas de conformación y pugna por el control de la nueva esfera cultural que había surgido al hilo de la ruptura liberal con el absolutismo.


      Aunque en esta colección se ha unificado la cronología de los diversos volúmenes por decenios, creemos que en nuestro caso debe primar la unidad analítica de un periodo crucial con límites bien definidos y altamente consensuados por la historiografía. Por ello este estudio comienza con la muerte de Fernando VII y concluye con el inicio del régimen de la Restauración.
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